	En Mendoza, a los 18 días del mes de noviembre de dos mil once, reunidos en la Sala de Acuerdo, los Sres. Jueces de esta Excma. Tercera Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario, trajeron a deliberar para resolver en definitiva los autos Nº 186.248/33.092 caratulados "S. S. E. P/ SI Y P/ SU H. MENOR C/ RABEL JORGE EDUARDO OSVALDO Y OTS. D Y P", originarios del Décimo Noveno Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas, de la Primera Circunscripción Judicial, (hoy GEJUAS 2) venidos a esta instancia en virtud de los recursos de apelación interpuestos a fs. 482 y 483 contra la sentencia de fs. 471/7. 

Llegados los autos al Tribunal, se ordenó expresar agravios a los apelantes, lo que se llevó a cabo a fs. 493/5 y 502/7, quedando los autos en estado de resolver a fs. 533. 

Practicado el sorteo de ley, quedó establecido el siguiente orden de estudio: Dres. COLOTTO, STAIB y MASTRASCUSA. 

En cumplimiento de lo dispuesto por los arts. 160 de la Constitución Provincial y 141 del C.P.C., se plantearon las siguientes cuestiones a resolver. 

PRIMERA CUESTION: 

¿Es justa la sentencia apelada? SEGUNDA CUESTION 

Costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR. COLOTTO DIJO: 

1º) La sentencia de la instancia glosada a fs. 471/7 admitió parcialmente la acción resarcitoria promovida por la demandante, sra. S. S. por sí y por su hijo menor D. C. S., condenando al pago a los demandados sres. Jorge Eduardo Osvaldo Rabel Suárez y Duque Cuyo S.A. e impuso costas. 

2°) El decisorio fue recurrido por el codemandado Rabel, el que expresó agravios a fs. 493/5 manifestando disconformidad con el fallo apelado. Así en primer lugar se agravia de la errónea apreciación por parte del perito mecánico de acera, nombre que le asigna al lugar que se encuentra frente a un espacio verde a la salida de dos torres de edificio, trayendo a colación la definición de acera, por lo que concluye que si no es una acera mal puede considerarse una senda peatonal. 

Que aquella se encuentra a varios metros al oeste donde el menor desciende con su bicicleta. 

Aduce también errónea interpretación de la responsabilidad adjudicada al actor, puesto que se condena sin que haya ni siquiera un solo testimonio que haga suponer su culpabilidad; que de las actuaciones policiales se demuestra que conducía con precaución, que no arrolló al menor, lo que explica porque la bicicleta quedó delante del vehículo y sin daños. 

Destaca que sobre las Acacias en el lado sur y tapando el puente se encontraba estacionado un camión, lo que hace que reduzca aún más la velocidad y de forma imprevista y sorpresiva aparece el menor en bicicleta, por lo que frenó inmediatamente y evitó que el accidente fuera de mayor magnitud, tocándolo levemente en la bicicleta. 

Dice que el evento acontece por culpa de la víctima y el hecho que el menor se habría fracturado el fémur no es de responsabilidad directa del apelante, quien concurría por calle pública con prudencia y baja velocidad. 

Agrega que no se ha tenido en cuenta la responsabilidad de los padres. 

3°) A fs. 499/501 contesta el traslado la parte actora solicitando el rechazo del recurso de apelación. 

4º) A fs. 502/7 la actora expresa agravios, denunciando errónea apreciación de la prueba y en la atribución de la responsabilidad. Manifiesta que conforme a las características del lugar era más probable que un niño bajara el puente y cruzara la calle por la senda peatonal que el menor pensar que venía un vehículo. 

Que la responsabilidad del contrario se asienta en que conduce una cosa riesgosa y para eximirse debe acreditar la culpa de la víctima o un tercero; que la sra. Juez estima que Rabel no tuvo completo dominio del rodado, puesto que hubo un pequeño trayecto donde pudo ver al menor y frenar máxime teniendo en cuenta las características de la zona. Que resulta razonable que si no tuvo amplia visión necesaria para circular porque el camión estacionado lo estorbaba, debió extremar su precaución. Que el menor tenía 6 años al momento del accidente, vive en zona residencial con frecuencia de tránsito escasa y donde existe un espacio verde utilizado por los niños para jugar, lo que le impulsaba a cruzar la calle sin problemas y por un lugar que da a la senda peatonal y el hecho que condujera una bicicleta no debe tomarse como agravante de su conducta. 

Solicita se le asigne a Rabel un 80% y al menor un 20%. 

Solicita también se modifique el resolutivo consignando en forma separada la suma que le corresponde al menor y a la madre, que solicitó también se condene a los demandados en forma solidaria pero nada ha resuelto sobre el particular. 

En cuanto a la imposición de costas solicita no se impongan a la actora, sino a los demandados sobre el monto que prospera la demanda. Advierte que ninguno de los rubros fueron rechazados, se probó los hechos y la responsabilidad y solo el monto resultante quedó sujeto a prueba. 

Por último y en cuanto a la regulación de honorarios, advierte que no existe impedimento procesal para su determinación. 

5°) A fs. 511/3 el demandado Ravel contesta los agravios de la actora solicitando su rechazo. 

A fs.519 obra el dictamen del Ministerio Pupilar, quedando en estado de resolver. 

6º) APELACION DE LA ACTORA Y DEMANDADA: INTERPRETACIÓN DE LOS HECHOS, VALORACIÓN PROBATORIA Y ASIGNACIÓN DE RESPONSABILIDAD. 

Al agraviarse ambas partes sobre la interpretación de la mecánica del accidente como de la atribución de responsabilidad, corresponde sean tratadas conjuntamente las mismas. 

Anticipando opinión entiendo que ambos agravios deben ser rechazados. 

Así debe recordarse que nuestra Ley adjetiva (art. 207 C.P.C.) manifiesta plenamente la vigencia del principio valorativo de la prueba por el método de la sana crítica racional. 

Dicha regla de valoración probatoria supone la existencia de ciertos principios generales que deben guiar en cada caso la apreciación de la prueba, excluyendo la discrecionalidad del juzgador. En consecuencia al valorar las pruebas a través de la regla de la sana crítica implica la unión entre la aplicación de los principios de la lógica y la experiencia ("máximas de experiencia"), sin abstracciones de orden intelectual y que propenda a asegurar un eficaz razonamiento. 

Por ello que este sistema de valoración ha sido definido como el método científico que tiene por objeto determinar cuál de las posiciones del pleito es la correcta, en punto a los hechos afirmados para incluirla dentro del plexo de la norma abstracta, y así aplicar el derecho a la cuestión planteada (Falcón, Enrique M., Tratado de la Prueba, Astrea, Buenos Aires, 2003, t. I, p.573 y ss.). 

Y en aplicación de dichas reglas de la sana crítica racional es que el magistrado resulta soberano en la selección de las pruebas, pudiendo preferir unas y descartar otras. La sola omisión de considerar el examen de determinada prueba, no configura agravio atendible si el fallo apelado contempla y decide aspectos singulares de la cuestión y la resuelve con otros elementos de juicio (CNCom. Cap. B, 22/4/91.LL, 1991-C-339). 

Por ello la realización por el Juez de la labor de reconstrucción histórica de los hechos, por medio del análisis del material probatorio allegado a la causa, excluye el establecimiento apriorístico de criterio alguno, que distorsionaría la pureza del análisis. Por eso, la sana crítica racional, obliga al Juzgador a analizar los elementos de convicción legalmente reunidos en la causa, confrontándolos, cuando fueren opuestos o diferentes, escogiendo aquellos que a luz de la razón, la experiencia y el sentido común, aparezcan como verdaderos (Este Tribunal en expte. n° 145.955/27.925, "Taballione Luis y ots. c/ Renna Rafael y ots. p/ D y P", 28/05/2004, LS 104-32). 

Sobre este tópico es menester recordar, que a los fines de la evaluación realizada por la a quo respecto del material probatorio, se asienta la misma sobre dos pruebas que a la postre resultan de vital importancia, es decir la pericial mecánica rendida en autos y el expediente penal traído como AEV. 

El tema de discusión se centra en la asignación que el perito hace respecto de la calidad de acera y en especial sobre la determinación de la senda peatonal imaginaria y en donde habría intentado el cruce el menor, produciéndose el hecho luctuoso ventilado en autos. 

El perito mecánico luego de graficar la disposición de las calles, la circulación vehicular como el lugar de ocurrencia del accidente, especifica que el mismo se habría situado sobre la línea imaginaria que a título de senda peatonal existiera, iniciando en la acera existente entre las torres de departamentos del Barrio Smata y el espacio verde existente, el puente dispuesto sobre dicha acera y por ende en la continuidad como senda peatonal que se inicia desde dicho puente hasta el otro extremo de la calle. 

Debo aclarar que sin perjuicio de discrepar con la pericia y por ende con la a quo respecto la calificación de senda peatonal, el resto de circunstancias determinadas en dicho material probatorio y justipreciados por la a quo, no varían a mi entender el resultado de la sentencia y por ende de la asignación de responsabilidad determinada por esta. 

Coincido con el apelante en la definición del término que le asigna a la acera dada por la Real Academia Española, entendiéndose a esta como "Orilla de la calle o de otra vía pública, generalmente enlosada, sita junto al paramento de las casas, y particularmente destinada para el tránsito de la gente que va a pie" , entendiéndose en sinonimia a la acera, banqueta, vereda o andén como un camino para peatones que se sitúa a los costados de una calle. (www.wikipedia.org). 

Ahora bien el hecho que la vereda, espacio, senda o camino de circulación peatonal entre el espacio verde dispuesto al sur de la cuadra rodeada por Azcuénaga y Las Acacias y las respectivas torres de departamento identificadas como T3 y T2, no se encuentre dispuesto a la orilla de la vía pública, ni descalifica ni pued e dejar de llamarse vereda, acera, porque lo importante es el destino que se le asigne a dicha vía de circulación y es precisamente su asignación para tránsito peatonal lo que la define. 

El hecho que se le asigne la calidad de acera o vereda, no significa que el puente que se encuentra dispuesto a modo de prolongación de la misma sobre la acequia determine que para luego la misma resulte, como dijo el perito una prolongación virtual de la senda peatonal que habilite el cruce de la calle Las Acacias, puesto que si la senda peatonal, tal como ocurre en el Bº Smata no se encuentra demarcada, no puede resultar de la existencia de una vereda previa cuando la misma no se encuentra colindante o paralela con la referida arteria y menos aún por tener un puente, sino que el sistema para trazar una senda peatonal virtual y tal como me he pronunciado en otros pronunciamientos (3ª C.C., 33.009, caratulados "NAVARRO NORBERTO C/ PAEZ IMPARATO HÉCTOR ABEL P/ D.y P.", 1/02/2011, también 31602, caratulados: " MARTÍN , OSCAR WALTER Y MARÍA DEL PILAR GARCIA por su hijo menor JULIÁN MARTÍN GARCIA c/ MARCELO FABIÁN ANTONIO GARCIA Y LUCERO CESAR p/ D Y P" 4/2009 ), se encuentra dada la traza de una línea imaginaria dispuesta en las esquinas que se unen de la intersección, en tal caso uniéndose la esquina de Hellen Keller y en línea recta a la vereda sur de Las Acacias. 

En consecuencia no puedo sostener, como afirma el perito que la senda peatonal se encuentre dispuesta unos metros distantes de la esquina o intersección que pretende cruzarse y por el solo hecho de la existencia de un puente o una acera o vereda de circulación interna de los habitantes de las torres, sino que dicha senda como se dijo imaginariamente se encuentra dispuesta en la intersección. 

Aclarado dicho concepto, el resto de consideraciones vertidas por las partes en la pretensión de agraviarse de la interpretación dada por la a quo al accidente, no alcanzan a conmover la justicia de dicho fallo, puesto que si como bien se consigna, se trata de una calle barrial con escasa circulación vehicular, el demandado debió prever las contingencias del tránsito, dentro de las cuales puede preverse la interrupción de la línea de marcha por un menor de edad, máxime cuando se encontraba aproximándose a un espacio verde que normalmente se destina al juego de los menores habitantes de dicho barrio, por lo que válidamente puede estimarse que algún menor pueda llegar a cruzar la calle corriendo (v.g.por habérsele escapado la pelota con la que estaba jugando, entre otros tantos juegos e incluso de un menor que circulase a bordo de un biciclo). 

Dicha precaución debería haberse extremado, puesto que si se reconoce la existencia de un obstáculo de gran porte que evitaba una correcta visibilidad, como el camión que se encontraba estacionado, y que incluso obstaculizaba la posibilidad del cruce peatonal por la senda imaginaria, dispuesta transversalmente en la intersección entre Las Acacias y Hellen Keller, era natural pensar que quien intentase el cruce de dicha arteria lo hiciese donde se encontraba el puente ut-supra referido, por más que fuese fuera de la senda peatonal, sencillamente por la imposibilidad de hacerlo al encontrarse el camión estacionado. 

No puede dejar de descartar que el conductor demandado ha contado con una cuota de prudencia, ya que no existió arrastre, se detuvo cerca del lugar estimado como punto de impacto, puesto que de lo contrario, el accidente hubiese sido de mayores proporciones. 

Tampoco puede descalificar, por el valor probatorio que la a quo en uso del principio de la sana crítica racional ha otorgado a la prueba colectada y analizada por esta o estimar que la misma resulte insuficiente para tener por acreditado el accidente, por lo que el hecho que no existe testimonio, no desautoriza ni desvaloriza las claras constancias del expediente penal, en especial el informe de Criminalística de fs.19, como las fotografías que en anexo adjunta dicha dirección, como la pericial mecánica, cuando regularmente dichos elementos sirven para reconstruir la manera en la que se desarrolló un accidente, en aplicación de las reglas de la física, en la utilización del método científico de conocimiento y conforme a los elementos de prueba recabados (análisis del entorno, rastros dejados por los vehículos participantes en el evento, marcas y daños dejados en dichos vehículos, disposición final de los mismos, etc.). 

Por su parte no puede descartarse, tal como afirma la actora apelante, la intervención causal de la víctima en la producción del evento dañoso, puesto que sin perjuicio de tratarse de un menor de corta edad, el mismo arremetió el cruce de la calle Las Acacias de una manera imprevista y súbita y sin percatarse de la existencia del rodado, recuérdese que se encontraba obstaculizando la visual el camión estacionado, acrecentándose la actividad peligrosa por el hecho de efectuarse el cruce a bordo de un biciclo y por un lugar no autorizado (fuera de la senda peatonal imaginaria). 

7º) En cuanto a la forma de dirimir la responsabilidad, está surge de la aplicación de la vinculación causal de los agentes en la producción del evento dañoso. 

Así la llamada relación de causalidad es la que permite, parafra-seando a nuestro Superior Tribunal; "determinar con rigor científico a quien debe atribuírsele un resultado dañoso, y brinda los parámetros indispensables para determinar la extensión del resarcimiento, mediante un examen predeterminado de imputación de consecuencias" (Sup Corte de Mza , Sala I , marzo 26 - 1992 en L.S 266 - 433 ). 

Por ende ninguna persona resulta civilmente responsable sino se verifica una conexión causal adecuada entre su accionar y el perjuicio reclamado.No basta que ese nexo sea meramente material sino que, entre ambos elementos, el hecho antecedente y el resultado producido en el mundo exterior ( consecuente ) debe verificarse una vinculación adecuada : el acto ilícito adquiere la jerarquía de causa jurídica cuando , de acuerdo con el curso normal y ordinario de los acontecimientos , sea objetivamente previsible que se genera el perjuicio reclamado. (Este Tribunal in re Nº 159.351 / 30594, "Hormilla Teresa C/ Vergara , Omar Fabián P/ D y P", 20/12/2007). 

En efecto tal como señala la doctrina: "La relación causal se infiere a partir de las características del hecho fuente, en el sentido si es o no idóneo para producir las consecuencias que el actor invoca; el juicio de causalidad adecuada se sustenta siempre en la valoración sobre la congruencia entre un suceso y los resultados que se le atribuyen ". Ergo si bien el daño es el elemento axial de la moderna responsabilidad civil, fundada en la idea de justicia, la relación de causalidad es el instrumento preciso que permite al operador bucear en el hecho daños, para desentrañar las verdaderas causas del perjuicio reclamado (Zavala de González Matilde en "Resarcimiento de daños", "El proceso de daños", t° 3, pág 204; L.L. 2004 - B- 001) . 

En nuestra legislación de fondo (Código Civil) la tesis preponderante es la de la "relación causal adecuada", es decir aquella que sostiene que no es causa cualquier condición del evento, sino aquella que es, en general, idónea para determinarlo. 

Así cuando concurran a la producción de un resultado no una sino varias series causales, independientes en su origen pero comunes en su acción, pueden resultar tres alternativas: a) que los nuevos hechos hagan irrelevantes los anteriores, en cuyo caso los nuevos se convertirán en causa excluyente; b) que los nuevos hechos sean irrelevantes respecto al resultado dañoso, esto es que éste hubiera acontecido igualmente si aquellos no hubieran sucedido y c) que todos los hechos analizados como series causales, hayan conducido al resultado dañoso, siendo este el supuesto de causas concurrentes, en cuyo caso corresponde ponderar el grado de causación que aportó cada una o bien, si sólo se trata de supuestos de agravación del daño, etc. La ponderación que se haga será de vital importancia, toda vez que la causalidad define por una parte "quien" responde, y por otra determina las "consecuencias" por las cuales se responde ya que es resarcible sólo el daño causado por el hecho que se atribuye directa o indirectamente al responsable. (3ª C.C., nº 33.073 (32693) "Lucero Jesús Osvaldo c/ José Oscar Chapla p/ D y P" 23/11/2010). - 

Pues bien, la causa del accidente debe buscarse, en gran medida, en la conducta del menor que aún con su corta edad y a bordo de un biciclo, pretendió atravesar la calle Las Acacias teniendo impedida la visión periférica, por encontrarse el camión estacionado, actividad que no puede ser equiparada a la del peatón, puesto que la bicicleta es tanto o más riesgosa que un automóvil . "pues es un máquina que circula sobre ruedas alineadas, lo que hace fundamental al equilibrio, que se dificulta cuando circula a una velocidad mínima. Es de consistencia frágil, pues carece de carrocería, y el conductor expone su propio cuerpo, por lo que no pueden quedar excluidas del concepto de cosa riesgosa (Conf. CARLOS A. PARELLADA "Colisiones entre automotor y camiones. Au-tomotor y trenes.Accidentes de tránsito en los que participan vehículos de distinta dimensión " en Revista de Derecho de Daños - Accidentes de tránsito - II, nº 2 ps 109 / 136). 

Por su parte el demandado resulta responsable, aunque en menor medida, por el hecho precisamente de haber conducido una cosa riesgosa a tenor del art. 1.113 C.CI., del cual y sin perjuicio que su actividad resultó prudente, la misma no ha resultado efectiva para evitar la producción del daño, puesto que y como bien lo apunta la a quo y del cual no hubo agravio de este, el sr. Rabel, conforme a las fotografías del expediente penal, tuvo un pequeño trayecto donde pudo ver al menor y frenar o realizar una maniobra de esquive, pero la última por no realizarse y la primera por no resultar efectiva, determinaron la causación del accidente. 

8°) En cuanto al agravio relativo a la omisión por parte de la a quo de lo relativo a la imputación de responsabilidad de los padres del menor, se advierte que dicho tema no fue tratado por esta, no obstante que fue término de la cuestión litigiosa, al haber sido planteado por la codemandada Duque Cuyo S.A., tal como se observa en su contestación de demanda y expuesta por la a quo a fs. 472 8° párrafo. 

En tal caso debemos recordar que nuestro Código Civil, establece la responsabilidad de los padres a tenor del art. 1.114. Así este establece que: "El padre y la madre son solidariamente responsables de los daños causados por sus hijos menores que habiten con ellos, sin perjuicio de la responsabilidad de los hijos si fueran mayores de diez años. En caso de que los padres no convivan, será responsable el que ejerza la tenencia del menor, salvo que al producirse el evento dañoso el hijo estuviere al cuidado del otro progenitor." 

Así la responsabilidad de los padres se ha fundado en la culpa en que éstos incurren al faltar el deber de vigilancia. Sin embargo, otra doctrina ha entendido que la responsabilidad paterna se basa en la culpa en la educación de los hijos. Una tercera posición basa esta responsabilidad en ambas teorías, es decir, en la culpa en la vigilancia y en la educación. También, opiniones más modernas, han postulado como fundamento objetivo de esta responsabilidad: la tesis de la garantía, la del riesgo creado, la de la equidad, como cimientos de la responsabilidad paterna. 

Los requisitos que establece la norma para la procedencia de dicha responsabilidad son: 

1) La minoridad de los hijos: siendo por consiguiente requisito esencial que el hijo, sea menor de 18 años, distinguiendo el artículo cuando el daño lo produzca un menor de menos de 10 años (siendo responsables únicamente y en forma directa los padres) de un mayor de 10 años en el que podrán responder tanto los padres, como el propio hijo. 

2) Que los hijos se hallen bajo la patria potestad de los progenitores (art. 264, inc. 1º), aunque en los supuestos de separación de hecho, divorcio o nulidad del matrimonio como el ejercicio de la patria potestad le corresponde al padre o madre que ejerza legalmente la tenencia, quién tuviese la tenencia al momento del hecho, es el responsable de los daños causados por el hijo (salvo que el daño se produzca estando el hijo al cuidado del otro padre). 

3) Que el acto del menor al menos haya sido objetivamente antijurídico: Para que surja responsabilidad paterna la conducta del menor debe haber violado, al menos objetivamente, el ordenamiento jurídico -art. 1066 -. 

4) Que el hijo menor habite con sus padres. 

5) Que entre el hecho del menor y el daño exista relación de causalidad. 

Se ha advertido que la normativa en estudio distingue dos supuestos según la edad de los hijos:si son mayores de diez años, el hijo responde por el hecho propio y los padres en forma indistinta por el hecho del hijo, mientras que si son menores de esa edad, no hay responsabilidad del autor porque es un inimputable y la responsabilidad pesa exclusivamente sobre los padres; la mentada edad debe computarse al momento del hecho ilícito, siendo indiferente que durante el proceso alcance la mayoría de edad o pase de los diez años (conf. "Res-ponsabilidad civil, 9" dirigida por Jorge Mosset Iturraspe, Bs. As. 1.993, pág. 348). 

Así de manera alguna los padres (en este caso la madre del menor D. Nahuel C. S., que es quien ejerce legalmente la tenencia, conforme a resolución en autos n° 12.852/2 F del Segundo Juzgado de Familia), puede eximirse de responsabilidad que le impone el art. 1114 del Cód. Civil, en tanto y en cuanto se hayan probado los extremos anteriormente indicados, máxime cuando dicha responsabilidad deviene de los deberes emergentes del recto ejercicio de la patria potestad y cuya finalidad no es otra que el interés y protección del menor (arg. art. 264 párr. 2 CC.), toda vez que éstos se encuentran en forma ineludible bajo la guarda, vigilancia y cuidado de sus padres (art. 265 cit. cuerpo legal) (conf. C. Nac. Civ., sala L, 15/10/1993, -Baucia, Carlos y otra v. Di Martino, Néstor-, JA 1994-II-349). 

La jurisprudencia es conteste en pronunciarse a favor de la presunción de ausencia de vigilancia activa y consiguiente responsabilidad refleja de los padres respecto de los hijos, cuando los primeros permiten -entre otros y muy distintos supuestos-, que utilicen cosas riesgosas (C. 2ª Civ. y Com. La Plata, sala 3ª, 15/03/1994, -Cruz, Ernesto B. y otra v. Páez Villalba, N.y otra, Daños y perjuicios-, BA B351917). 

Por otra parte y en el caso que nos ocupa y atento a la edad del menor al momento del evento dañoso (menor a los diez años - seis años), la responsabilidad de su madre por el hecho ilícito de su hijo se expresa a modo de responsabilidad refleja, indirecta y subsidiaria fundada en la falta del deber de vigilancia activa y educación. 

En el caso de autos, se dan los presupuestos establecidos por la norma. Así contamos que Nahuel era menor de edad a la fecha del evento dañoso, que se encontraba bajo la vigilancia y guarda de su madre S. S., el hecho del menor ha sido objetivamente antijurídico, cruzó la arteria por un lugar no autorizado y por delante de un camión de gran porte que obstaculizaba la visión, con la utilización de una cosa riesgosa (bicicleta), por lo que existe presunción de ausencia de vigilancia activa. 

Por su parte en cuanto a la eximición de responsabilidad contamos que es de interpretación restrictiva, puesto que se admite la misma, solo en los supuestos establecidos por los arts. 1.115 C.CI. (es decir cuando el menor hubiese sido colocado en un establecimiento para su vigilancia y se encuentre en él de una manera permanente bajo la autoridad de otra persona) y el 1.116 C.CI (cuando se probase que le ha sido imposible impedir el hecho). 

En el caso evidentemente no estamos ante la presencia del supuesto establecido por el primer artículo referenciado, por que el accidente ocurrió fuera de un establecimiento (v.g. escolar). Por otra parte tampoco ha resultado probado el supuesto al que se refiere el art.1.116, ya que como bien reza el artículo la imposibilidad a la que se refiere, no resulta de la mera circunstancia de haber sucedido el hecho fuera de su presencia si apareciesen que ellos no habían tenido una vigilancia activa sobre sus hijos. 

Así es conteste la jurisprudencia, al caracterizar a la "vigilancia activa" como el conjunto de medidas y cuidados que reclaman los menores de acuerdo a su edad y educación, debiendo apreciarse en cada caso concreto el comportamiento de padres e hijos en relación al medio en que pertenecen, con sus hábitos y costumbres. 

En el caso de autos y no obstante ser reiterativo, evidentemente dicha vigilancia activa falló, puesto que si el menor C. , con tan corta edad (seis años) se le permitía libremente andar en bicicleta, su madre, sra. S. debería haber supervisado que este circulase por lugares en el que no hubiera peligro, tal como la acera o el espacio verde existente en dicha cuadra, pero no en forma peligrosa, tal como se había relatado, intentando el cruce de la arteria no obstante encontrarse obstaculizada su visión. 

Por ende aquella actividad en la relación casual asignada a la conducta del menor, determinan la responsabilidad de la madre del menor en idéntica proporción. 

9°) En lo que respecta al agravio de la actora en cuanto a la falta de discriminación de los montos que les corresponden a los actores, entiendo que técnicamente no resulta agravio, sino que podría haber sido subsanado dicha discriminación por parte del remedio previsto por el art. 132 C.P.C. 

Sin perjuicio de ello y a fin de evitar un estipendio jurisdiccional, se advierte que la a quo condena al pago de $ 18.489, suma que integraría la admisión de los rubros pretendidos por los actores (S. y C. S.), disminuida estas por la actividad concausal del menor y la responsabilidad de la madre en el evento. 

Así si los rubros asignados al menor D.N. fueron de $ 40.000 por daño patrimonial y $ 50.000 por daño moral, el 20% de estos, que fue lo finalmente condenado, es de $ 18.000. 

En cuanto a la pretensión de S., dada por los gastos médicos, de tratamiento y de traslado y que fueron admitidos por $ 2.448, el 20% de los mismos serían de $ 489,60. 

Si se suman ambos conceptos, se advierte que coinciden con la suma condenada por la a quo ($ 18.489), no evidenciándose error de cálculo, por lo que el agravio debe ser rechazado, sin perjuicio de discriminar dichos conceptos, como aclaratorios en la suma que la a quo condena y que no fueron materia de agravio. 

10°) También se agravia por no haberse especificado en la sentencia que se condena a los demandados en forma solidaria. 

En dicho aspecto no puede confundirse solidaridad con concurrencia. 

En efecto ha resultado una posición inveterada de esta Cámara, el reconocimiento de las denominadas obligaciones "concurrentes" o "in solidum", al considerar que: "La responsabilidad que emerge del artículo 1113, párrafo 2° del Código Civil, es concurrente, esto es, que el dueño y el guardián responden "in solidum" o indistintamente por los daños causados, ya que ambas obligaciones aunque son de sujeto plural tienen diferentes causas." ( Conf. ACDEEL SALAS , ERNESTO " Relaciones entre el dueño y el guardián de la cosa inanimada dañosa " en " Temas de Responsabilidad Civil " en honor al Dr Augusto Mario Morello , ed 1981 , ps 372 / 373 ; L. ANDORNO " La responsabilidad civil y la obligación "in solidum" en J.A. 1972 , secc. doctrina , ps 434 y sgtes .; JORGE MOSSET ITURRASPE " Obligaciones exigibles por entero a varios deudores " nota a fallo en J.A. 1973 - 18 - 246 ; FELIX A. TRIGO REPRESAS " Régimen de las obligaciones " concurrentes " en nuestro derecho privado positivo " en Zeus T 11 -D- 7 y sgtes .) (3ª C.C. - 30936 - Tirado Flores, Elva por sí y por su hijo menor Quispe, Alex - C/ Edemsa p/ D. y P.- 30/09/2008 - LS119 - 234). 

Supuesto además que se extiende a la responsabilidad del patrón por el hecho del dependiente y a este por sí, entendiendo la doctrina que " Cuando confluyen la responsabilidad del autor del hecho y la del principal por lo obrado por el dependiente, median obligaciones concurrentes o "in solidum"" (conf. arts. 1122 y 1123, Cód. Civil; Belluscio, op. cit., t. 5, p. 661, § 1 a; Salvat-Acuña Anzorena, op. cit., t. IV, p. 2854; Llambías, op. cit., "Obligaciones", t. IV-A, p. 240, núm. 2444). 

Posición que ha receptado los principios pregonados por la C.S.J.N que precisa que: "Las obligaciones concurrentes - también llamadas " in solidum" - se caracterizan por la existencia de un solo acreedor, un mismo objeto, pero distintas causas con relación a cada uno de los deudores" (Fallos t 307 - 1507 Rev. La Ley 1985 - E- 43). 

Por ende si en dichas obligaciones concurrentes o in solidum, alguno de los deudores ha efectuado el pago de la misma, ella extingue la obligación e impide que el acreedor pueda requerir el pago de los demás obligados por cuanto, satisfecho su crédito, quedan sin causa las demás obligaciones, por lo que se admitiría de lo contrario una doble indemnización por el mismo hecho. 

Es que existen notorias diferencias entre la solidaridad y la concurrencia, tales como: a) La obligación solidaria es una sola, las concurrentes son varias, que se conectan por la circunstancia de tener idéntico objeto y existir en favor del mismo acreedor. 

b) En las solidarias, una vez efectuado el pago de la obligación por cualesquiera de los codeudores, van a existir entre ellos relaciones internas de "contribución", ya que cada uno sólo estaba obligado, en definitiva, a su parte y porción —arts.716, 717 Código Civil, por lo que el solvens puede luego recuperar el desembolso por él efectuado en todo cuanto excediese de su respectiva cuota-parte mediante la acción de regreso contra el resto de coobligados. 

Por el contrario en las obligaciones "concurrentes", en las que quien paga la deuda debe a veces soportarla íntegramente, cuando era el verdadero responsable de la misma, o por el contrario puede en otros casos procurar el reintegro total de lo por él abonado (v.g. art. 80 ley 17.418). 

c) En las obligaciones solidarias los efectos de la prescripción operada en favor del deudor o la interrupción producida en su contra, se propagan masivamente a los demás coobligados, algo que no ocurre en las obligaciones "concurrentes", en las que, por tratarse de obligaciones independientes entre sí, los efectos de la interrupción actúan separadamente para cada obligado, afectando únicamente a aquel contra quien se hubiese producido, pudiendo incluso ser diferente el plazo de prescripción de cada una de ellas (v.g. responsabilidad contractual y extracontractual). 

d) Existiendo además diferencias en cuanto a los medios extintivos de las obligaciones (salvo el pago), puesto que tanto "la nova-ción, compensación o remisión de la deuda, hecha por cualquiera de los acreedores y con cualquiera de los deudores, extingue la obligación" (art. 707 C.CI.), solidaria por cierto, ello no ocurre con las "concurrentes", en el que si el acreedor hiciese remisión de la deuda y renunciase a perseguir la reparación contra el civilmente responsable, ello no le impide perseguir al autor material del daño (BORDA, "Tratado. Obligaciones" cit., t. I, p. 459, n° 580; LLAMBÍAS, "Tratado. Obligaciones" cit., t. II, p. 598, n° 1289 y nota 242). 

Salvadas por ende las diferencias, resulta por ende improcedente en este aspecto dicho agravio. 

11°) Se agravia la actora en lo relativo a la imposición de cos-tas solicita no se le impongan a la misma, sino a los demandados sobre el monto que prospera la demanda. Advierte que ninguno de los rubros fueron rechazados, se probó los hechos y la responsabilidad y solo el monto resultante quedó sujeto a prueba. 

Entiendo que el agravio resulta inadmisible. Así resulta evi-dente que la imposición de costas a la actora, se debió única y exclusivamente a la interrupción parcial del nexo causal debido a la conducta desplegada por el menor D. C. y por ende a la asignación de la cuota de responsabilidad de la madre del menor (sra. Salcedo) en el evento dañoso. 

Claro está cuando en el resolutivo VIII en el que se establece que las diferencias existentes en cuanto a los rubros atinente a la persona no generan imposición de costas y que por su parte corresponderá imponer las costas del proceso principal en cuanto a se rechaza parcialmente la pretensión (80%) y a la demandada en cuanto a prospera (20%). Es decir que la distribución de las costas se encuentra exclusivamente referida y en función a la distribución de la participación causal de los protagonistas del accidente, lo que determina inaplicable la jurisprudencia citada. 

Una correcta lectura de la parte resolutiva de la sentencia impugnada hubiese evitado la formulación del agravio con los funda-mentos antedichos. 

El agravio, como se dijo debe ser rechazado. 

Por último y en cuanto a la regulación de honorarios, advierte que no existe impedimento procesal para su determinación. 

Coincido con el apelante, en cuanto a la falta de impedimento para regular. En efecto y a tenor del art. 2 de la ley 3641, establece el mismo que se aplicará la escala (12%) en los procesos que tengan por objeto sumas de dinero o bienes susceptibles de apreciación pecuniaria, tal como en el caso en el que se ha condenado a una cantidad líquida ($ 18.489), por ende ello hace que resulte procedente la regulación de honorarios, tanto por lo que prospera como por lo que se rechaza, dejando para el momento de la determinación de los intereses (etapa de liquidación), la regulación complementaria que prevé el art. 4 inc.a de la norma arancelaria consignada. 

En definitiva entiendo que los recursos de apelación deben ser admitidos parcialmente, conforme lo detallan los considerandos. 

Voto a esta cuestión, por la negativa. 

A la misma cuestión, por sus fundamentos, los Dres. STAIB y MASTRASCUSA, adhieren al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION EL DR. COLOTTO DIJO: 

Las costas de esta instancia deben serle impuestas a la actora y demandada apelantes (arts. 35, 36 ap I del C.P.C. ). Así voto 

A la misma cuestión, por sus fundamentos, los Dres. STAIB y MASTRASCUSA, adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

SENTENCIA: 

Mendoza, 18 noviembre de 2011 

Y VISTOS: 

El acuerdo que antecede, el Tribunal 

RESUELVE: 

1°) Admitir parcialmente los recursos de apelación interpuesto a fs. 482 y 483 por el codemandado Rabel y la actora respectivamente en contra de la sentencia dictada a fs. 471/7 de fecha 25 de febrero de 2010. En consecuencia modificase la sentencia, debiendo leerse: I - Hace lugar parcialmente a la pretensión contenida en la demanda instada por la señora S. S. por sí y por su hijo menor D. Nahuel C. S. y en consecuencia condenar al sr. Jorge Eduardo Osvaldo Rabel Suárez y a Duque Cuyo S.A. in solidum a abonar a los primeros la suma de pesos dieciocho mil cuatrocientos ochenta y nueve ($ 18.489), discriminados de la siguiente manera, $ 18.000 para el menor D. C. y $ 489 para la sra. S., en el plazo de diez días de quedar firme la presente con más la tasa de interés dispuesta en los considerandos. 

II - Declarar responsable a la sra. S. por el hecho de su hijo menor de edad D. C. S. y en la proporción en la que se rechaza la demanda. 

III - Imponer las costas a la demandada vencida en tanto prospera la pretensión y a la actora en tanto se rechaza. 

IV - Regular los honorarios profesionales por lo que prospera la demanda a los dres. Sabina Barrera, Guillermo Barrera Soderman, Daniel Grzona, Marcelo Moretti y Antonio Adolfo Parra, en la suma de pesos . ($.), . ($ .), . ($ .), .($ .) y . ($ .), respectivamente y sin perjuicio de los complementarios que pudiesen corresponder. (art. 2, 3, 13, 31, 32 ley 3.641). 

V - Regular los honorarios profesionales por lo que se rechaza la demanda a los dres. Daniel Grzona, Marcelo Moretti, Antonio Adolfo Parra, Sabina Barrera y Guillermo Barrera Soderman en la suma de pesos . ($ .), . ($ .) . ($ .), . ($ .) y . ($ .), respectivamente (arts. 2, 3, 13, 31 y 32 ley 3.641) 

2º) Imponer las costas de Alzada a la parte actora y demandada en la medida de sus vencimientos (art. 36 C.P.C.). 

3°) Regular los honorarios profesionales en la alzada a los Dres. Antonio Adolfo Parra y Guillermo Barrera Soderman en la suma de pesos . ($ .) respectivamente (art. 15 ley 3.641). 

Notifíquese y bajen.- 

Dr. Alberto Luis STAIB Dra. Graciela MASTRASCUSA 

Dr. Gustavo Alejandro COLOTTO 

Dra. Roxana Alamo Secretaria de Cámara 


